
Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la
Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa
a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

TÍTULO I

Acreditación de las entidades de resolución alternativa

CAPÍTULO I

Requisitos exigibles para la acreditación de las entidades de resolución alternativa

Sección 3.ª 

Requisitos relativos a las personas encargadas de la resolución de los procedimientos
gestionados por las entidades de resolución alternativa

Artículo 22. Condiciones y cualificación de las personas encargadas de resolver los litigios.

1.  La resolución de los  litigios  corresponde en exclusiva a  las  personas  físicas  que  reúnan las
siguientes condiciones:

a) Se hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles, no hayan sido inhabilitadas por sentencia
firme para el desarrollo de esa función y no incurran en incompatibilidad con el ejercicio de su
profesión habitual.

b)  Estén  en  posesión  de  los  conocimientos  y  las  competencias  necesarios  en  el  ámbito  de  la
resolución alternativa o judicial de litigios con consumidores, así como de un conocimiento general
suficiente del Derecho.

2. Las personas encargadas de la resolución de litigios o, en su nombre, las entidades de resolución
alternativa en las que intervengan, tienen que suscribir un seguro o garantía equivalente que cubra la
responsabilidad civil derivada de su actuación en los procedimientos.

Quedan exceptuadas de lo anterior las entidades de resolución alternativa de naturaleza pública, así
como las personas que intervengan en sus procedimientos de resolución de litigios.

Artículo 23. Principios de independencia e imparcialidad.

1. En el ejercicio de sus funciones, las personas encargadas de la resolución de litigios deben actuar
en todo momento con la debida independencia e imparcialidad, garantizándose que:

a) Sean nombradas para un mandato no inferior a dos años, no pudiendo ser removidas de sus
funciones sin causa justificada.

b) No reciban instrucciones de ninguna de las partes, ni de sus representantes, ni mantengan, ni
hayan mantenido en los tres años precedentes con ellas relación personal, profesional o comercial.



En todo momento cualquiera de las  partes  podrá  solicitar  aclaración de la  relación  que  dichas
personas mantienen con la otra parte.

c) La retribución que perciban por el desempeño de sus funciones no guardará relación alguna con
el resultado del procedimiento.

2.  Cuando la  resolución de un litigio corresponda a  un órgano colegiado,  el  mismo debe estar
compuesto  por  una  representación  paritaria  de  asociaciones  de  consumidores  y  usuarios,
constituidas de acuerdo a lo previsto en la  normativa estatal  o autonómica de protección a los
consumidores, y de las asociaciones empresariales, así como por una persona independiente.

Artículo  24.  Actuaciones  en  caso  de  conflicto  de  intereses  de  la  persona  encargada  de  la
resolución de un litigio con las partes.

1. Las personas que intervengan en la resolución de un litigio están obligadas a revelar a la entidad
acreditada y a las partes,  sin dilación alguna,  cualquier circunstancia que pueda dar lugar a un
conflicto de intereses o pueda suscitar dudas en relación a su independencia e imparcialidad. Esta
obligación será exigible a lo largo de todo el procedimiento.

2. En caso de que concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado anterior, la persona
encargada de la resolución del litigio se debe abstener de continuar con el procedimiento, debiendo
proceder la entidad al nombramiento de una persona sustituta.

3. Cuando no resulte posible el nombramiento de una persona sustituta, la entidad deberá comunicar
este hecho a las partes, continuando el procedimiento si estas no presentaran objeciones.

4. En el supuesto de que cualquiera de las partes se opusiera a la continuación del procedimiento
por entender que no queda garantizada la independencia e imparcialidad, se tiene que informar a
aquellas  sobre  la  posibilidad  de  plantear  su  litigio  ante  otra  entidad  acreditada  que  resulte
competente. Si las partes entendieran que la falta de independencia o imparcialidad deriva de una
mala  práctica  podrán  presentar  una  reclamación  ante  la  entidad  de  resolución  alternativa,
procediendo ésta a su traslado a la autoridad competente.

5. Las garantías previstas en los apartados anteriores se entenderán sin perjuicio de la posibilidad de
las partes de retirarse del procedimiento en el supuesto previsto en el artículo 14.1.a).

Artículo 25. Garantías adicionales de imparcialidad exigibles a las personas encargadas de la
resolución  de  un  litigio  empleadas  por  organizaciones  profesionales  o  asociaciones
empresariales.

Cuando  las  personas  encargadas  de  la  resolución  de  un  litigio  sean  empleadas  o  retribuidas
exclusivamente  por  una  organización  profesional  o  una  asociación  empresarial  de  la  que  sea
miembro  el  empresario  reclamado,  se  deberá  acreditar,  además  de  los  restantes  requisitos
establecidos  en  esta  Sección  3.ª,  la  existencia  de  un  presupuesto  independiente,  específico  y
suficiente para el cumplimiento de sus funciones.

Esta  exigencia  no  será  aplicable  cuando  se  trate  de  un  órgano  colegiado  compuesto  por  igual
número de representantes de la organización profesional o de la asociación empresarial  que los
emplee  o  los  retribuya  y  de  la  organización  de  consumidores  que  haya  sido  designada  por  la
entidad.


